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Hacia una nueva concepción
de los Derechos Humanos

Enrique Vázquez G.

Desde su consolidación normativa. la evolución de los derechos
económicos sociales y culturales, ha sido una constante' lucha en dos
direcciones: por un lado. la identificación de los factores y variables que
intervienen en los procesos que afectan el bienestar de la comunidad.
con el propósito de llenar de un contenido real la enunciación formal de
esos derechos. incluida en los instrumentos internacionales. y, por otro,
la búsqueda de mecanismos y procedimientos de desarrollo e
implementación que permitan. a su vez. el control y verificación del
cumplimiento de los derechos económicos por parte de los Estados.

El objetivo de la presente conferencia consiste en analizar la
factibilidad de los propósitos mencionados, desde una perspectiva
diferente que tienda a la formación de consensos, en forma interdisci­
plinaria y antidogmática. El enfoque interdisciplinario ayuda en la dificil
tarea de identificar algunas variables que afectan, directa o indirecta­
mente, el contenido real de los derechos económicos, más allá de su
enunciación formal. El análisis antidogmátlco sirve para acentuar los
aportes epistemológicos de las concepciones ideológicas predomi­
nantes, por encima de la suposición de que el contenido real de los dere­
chos económicos solamente puede plasmarse dentro de la rigidez y con­
sistencia de un sistema ideológico determinado.

Es imprescindible empezar por destacar que el presente enfoque se
basa en la firme creencia en el progreso de las ciencias sociales. A pesar
de que el conocimiento social no sea verificable en los términos de algu­
nas ciencias naturales. y que pareciera estar sujeto a un retorno
constante sobre los mismos aspectos debatidos anteriormente. estoy
convencido que el camino es siempre progresivo. Los movimientos
pendulares sobre el objeto. que caracterizan la teoría del conocímíento

59



en las ciencias socí 1 .'.. la es, no constItuyen en forma alguna un retroceso o
ínvoluoíón Por el ca t· . , .. . n rano. ese movímíento pendular se va produciendo
sobre, ~lferentes ejes, en cada uno de los cuales la explicación depurada.
desmItIfic~day dialéctica de las mismas variables en juego. permite la

ti
c,odn s tr u cclOn de paradigmas más sólidos, nuevos y mejorados. en el sen­

o empleado por Thomas Kuhn.!
Reiteradamente. los estudiosos de esta materia han señalado la

naturaleza ld l· .} ea ogrca y politizada de los derechos económicos. De ello.
n~ cabe la menor duda. Sin embargo. esta tendencia ha llevado a muchos
a Interpretar. erróneamente. que tanto el enfoque como el desarrollo de
es~os derechos debe centrarse sobre el debate del sistema ideológico
mas competente e idóneo. Esta visión ha obstaculizado el análisis critico
de los ap?rtes epistemológicos de las diversas concepciones políticas y
ha ímpedído alcanzar consensos que posibiliten el desarrollo y control
de los derechos económicos.

A~nque entiendo lo dificil que es. les propongo desprendernos rno­
~entane~mentede prejuicios que nos lleven a rechazar a priori concep­
c~on~s, d ívers as a las que favorecemos. en aras de la exploración
clentíflca y de la necesidad de alcanzar consensos para un desarrollo
gradual y progresivo de los derechos económicos.

l. El planteamiento tradicional y los problemas para una nueva
concepción de los derechos económicos

La doctrina tradicional de los Derechos Económicos. por el mismo pro­
ceso de evolución de estos derechos, ha sido más eficaz en identificar los
obstáculos para su desarrollo. que en la labor compleja de sugerir una
agenda de los factores en juego y los mecanismos para implementar su
cumplimiento. Sin embargo. es indudable que cualquier intento por dotar
de contenido real a los derechos económicos. debe partir de los impedi­
mentos y obstáculos que han sido reconocidos. a fin de identificar las
limitaciones y alcances de una nueva concepcíón.P

Es de suma importancia empezar por revisar algunos de los proble­
mas que obstaculizan el ulterior desarrollo de los derechos económicos.
de acuerdo con la visión tradicional que de ellos se tiene.

a) La ubicación y concepción de los Derechos Económicos
dentro de la Ciencia de los Derechos Humanos

Tanto por su aparición histórica como por su propia naturaleza deriva­
da. los derechos económicos han sido vistos como derechos
jerárquicamente inferiores a los derechos fundamentales o básicos. A
pesar de que se ha destacado la relación interactuante entre los distin­
tos derechos humanos y la imposibilidad de Jerarquizarlos por una parte
de la doctrtna." pareciera que la mayor parte de los pensadores en la
materia se inclinan. comprensiblemente, por conceptualizarlos como
menos básicos que los derechos civiles y políticos."

La actitud descrita puede apreciarse en las diferentes clasifica­
ciones y tipologías de los derechos humanos. Los derechos económicos,
sociales y culturales ocupan una posición intermedia como "derechos de
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una segunda generación". por debajo de los derechos civiles y políticos y
por encima de los nuevos derechos de solídarídad.P Los criterios de
clasificación que se imponen van desde su génesis y consolidación
histórica hasta una concepción filosófica. fuertemente arraigada en las
teorías contractualístas. según la cual existe un desarrollo sustancial
por etapas y una relación de causalidad concatenada en la aparición de
los distintos derechos de la personalidad humana.

Sin negar el valor científico de estas clasificaciones. considero que,
inconsciente o conscientemente, la ubicación tradicional de los dere­
chos económicos conlleva una jerarquización, que en cierto modo ha
derogado la causalidad interactuante e integradora entre los distintos
derechos humanos, Más aún, deben cuestionarse algunos de los criterios
de clasificación, para no ceder a la simplicidad, y permitir el desarrollo
real de los derechos económicos en su verdadero contexto integrador.

Independienternente del ordenamiento didáctico de los distintos
derechos humanos, es importante enfatizar que los derechos
económicos no tienen sentido alguno sin la concurrencia obligada de los
derechos civiles y políticos, por un lado; y a los llamados derechos de
solidaridad. por el otro. Aún más, casi que se podria argumentar que los
distintos derechos humanos deben ser agrupados no por su naturaleza
aparente. sino por su función. Si así lo hiciéramos, nos daríamos cuenta
que los derechos civiles y políticos tienen una importante función
econóruica; que los derechos económicos tienen funciones civiles y
políticas; que los derechos de solidaridad. a su vez tienen funciones civi­
les, políticas. económicas. culturales y sociales; así como los derechos de
la primera y segunda generación tienen funciones que tradicionalmente
se reservan a los derechos de solidaridad. Lo anterior demuestra que no
es conveniente analizar los distintos derechos por su naturaleza inme­
diata y sin la necesaria interacción con las otras categorías, en vista de
que se encuentran entrelazados por su naturaleza polifuncional.

A aquellos que se inclinan por concepciones neocontractualístas,
habría que hacerles ver que, aún admitiendo el surgimiento escalonado
de los distintos derechos dentro de un pacto social. una vez consolidados
los derechos tardíos dentro del pacto, ya no es posible separarlos de los
que surgieron temprano. pues mutuamente se condicionan y determinan.

Mucho menos razón tienen los que afirman que la ausencia de jerar­
quía entre los distintos derechos y la constante aparición de nuevos
derechos humanos, perjudica y enturbia el desarrollo de los derechos
considerados básicos, al confundir y preterir las príortdades." Si los
derechos son identificados como humanos, no es posible por su misma
concepción, otorgarles una Jerarquía que los agrupe en más o menos im­
portantes: u olvidarse de unos en favor de otros. El desarrollo, imple­
mentación y control de los derechos humanos debe ser integrado y si­
multáneo.

El problema de una nueva concepción interactuante e integradora de
los derechos económicos reside. pues, en la necesidad de que su
desarrollo y control sea simultáneo y conjunto. A pesar de que esto
puede representar sacrificios estratégicos en la defensa y protección ex­
clusiva de los derechos civiles y políticos, considero que es la única for­
ma de dotar de contenido real a los derechos económicos.

61



Sería il~so hablar de una participación eficaz de los individuos en
los benefícíos de los procesos económicos y sociales sin materializar
derec~os civiles, tales como el derecho a la libre asocia~ión, a la libertad,
seg.undad y a la conducción de los asuntos públicos. Como también
sena fal~ la protección formal de los derechos políticos, sin tomar en
cuenta la I~u~dad de oportunidades de las personas. desde un punto de
vis~~ economico y social, para poder ser sujetos de esos derechos
polítícos. Sobra mencionar la importancia interactuante de los derechos
de so.lidaridad. a nivel internacional. sin cuya íntervencíón los derechos
Indlvídtrales económicos o políticos carecerían de un aspecto prepon­
derante en la configuración de su contenido.

b) Los derechos económicos como derechos a exigir
prestaciones positivas del Estado

Otra de las características típicas que tradicionalmente se han re­
saltado sobre los derechos económicos. en contraposición a los dere­
chos civiles y políticos. ha sido la de que su cumplimiento conlleva el de­
ber esencial del Estado de proporcionar los mecanismos necesarios
para satisfacer las necesidades de carácter económico, social y cultural
de los ciudadanos. En los derechos civiles y políticos, en cambio, el Es­
tado está obligado a abstenerse de no violarlos. mediante cualquier tipo
de acción u omístón.? De ahí se derivan otras tipologías que caracterizan
a los derechos civiles y políticos como derechos frente al Estado; y a los
derechos económicos, sociales y culturales como derechos dentro del
Estado.8

Nuevamente. podemos observar cómo la génesis histórica de los
distintos derechos humanos tiene una enorme influencia sobre su
concepción. Los derechos civiles y políticos surgen. de acuerdo con esta
visión. como producto de las tesis liberales clásicas. en las que se resalta
la necesidad de proteger la intimidad y libertad del individuo frente al
ejercicio arbitrario del poder. por parte del Estado. Por el contrario, los
derechos económicos surgen con una clara influencia socialista. bajo la
cual el poder estatal debe ser utilizado. en forma activa. para la satisfac­
ción de las necesidades económicas básicas de los ciudadanos. El ejer­
cicio de los derechos económicos, en ese sentido. consiste en exigir
prestaciones positivas-al Estado. dentro del límite de sus posibilidades
financieras, para crear las condiciones que promuevan su cumplírníen­
to.?

Nadie puede cuestionar la validez de este enfoque. desde un punto de
vista histórico. Sin embargo. hay que tener cuidado de no caer en el error
de considerar que las fuentes genéticas originales son las que determi­
nan el contenido y la orientación del desarrollo ulterior de los distintos
tipos de derechos humanos. El contenido de los conceptos y las institu­
ciones evolucionan y se transforman conjuntamente con las nuevas cir­
cunstancias históricas, y lo mismo sucede con los contenidos de
aquellos derechos esenciales de los seres humanos.

No se puede negar que el Estado sigue siendo el verdadero promotor
y protector de los derechos económicos y que el contenido de éstos im­
plica el derecho de exigir al Estado prestaciones positivas que tiendan a
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la satisfacción de las necesidades que los indicados derechos tutelan.
Empero, no debe interpretarse que corresponde al Estado el deber ex­
clusivo de proveer y crear directamente todas las condiciones de
cumplimiento de los derechos económicos, sociales y culturales.

Si así fuere. es lógico que habría que suponer la infalibilidad de las
decisiones de una autoridad central y la existencia de recursos adecua­
dos y suficientes para que el Estado esté en capacidad de asumir direc­
tamente la provisión. producción y distribución de los bienes y servícíos
que concretizan los derechos económicos. Ninguno de los dos pre­
supuestos se da en la realidad.

En consecuencia, el deber del Estado de efectuar prestaciones posi­
tivas debe entenderse en el sentido de un verdadero promotor. protector
y guía del cumplimiento de los derechos económicos. sin que ello im­
plique que sea el encargado directo de proveer y suministrar todas las
decisiones y los recursos para el cumplimiento de esos derechos. Dentro
de esta perspectiva, el papel estatal será a veces de abstención. como en
el caso de los derechos a la huelga. a la sindicalización o a la libre aso­
ciación; y otras veces asumirá un. papel activo. incluso en la provisión y
producción de bienes y servícíos, como en los casos de servícíos
públicos en los que el mercado privado es deficiente. Este tema será
profundizado más adelante.

Por ahora, basta con aceptar que las prestaciones estatales que
tienen por propósito dar contenido a los derechos económicos, pueden
ser de la más variada naturaleza, desde la abstención consciente,
pasando por la promoción y dirección de iniciativas de base. hasta la
provisión directa de los bienes y servicios que materializan el contenido
de esos derechos. El problema de una nueva concepción de los derechos
económicos consiste en determinar cuáles deben ser las prestaciones
del Estado, y su papel en general. para el desarrollo y protección de los
derechos en referencia.

c) El contenido programático de los Derechos Económicos

Otro de los temas centrales sobre el que ha girado el enfoque tradicional
de los derechos económicos. sociales y culturales es el de su contenido
programático. Gran parte de los pensadores en la materia han distingui­
do a los derechos civiles y políticos como verdaderos derechos subjetivos
de los ciudadanos. con el correlativo deber por parte del Estado de no
violarlos. En cambio, resaltan la naturaleza programática de los dere­
chos económicos. en los cuales pareciera entreverse una expectativa de
derecho. sujeta a que el Estado posea los medios para su progresivo de­
sarrollo. Esta condicionalidad en la facultad de exigirle al Estado su
cumplimiento. convierte a los derechos económicos en programas.
proyecciones o guías a que aspiran los ciudadanos con el apoyo del Es­
tado. en vez de derechos subjetivos de contenido específico y obligada
protección. 10

Como corolario a esta concepción. habría que apuntar que. en vista
de la falta de parámetros para verificar el cumplimiento de la condición
(recursos adecuados disponibles), o porque hay certeza de que la condi­
ción no se cumple, o porque no existe un orden de prioridades aceptado.
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no es posible evaluar su Iírní
base en estos ar t cump 1~lento. Aún más, hay autores que, con
derechos econó ~umen o~, cuestIonan la obligatoriedad jurídica de los

. . mICOS, SOCIales y culturales. II
En mi cnterio hay vart

La t 1 ' os errores en este planteamiento tan común.
na ura eza program' ti d 1

forma alg a ca e os derechos económicos no significa, en
una, una excusa pa . 1" •

presencia de . ra su mcump imiento. Por el contrano, la
los Estad ~~g:amas Impone deberes más integrales y sistemáticos a

. d os, o .Igandolos a dar cuenta de la coherencia y avance progre-
SIVO e sus acciones dí "g"d 1

U In I as a a protección de los derechos indicados.
no de los principal. al d es errores de enfoque en la concepción tradí-

clan e los derechos '. "
1 econornícos constste en excluir de su contenido,
os procesos de crecí . t d

bást d irnien o y esarrollo económico. Los problemas
aSlCOS e la econorn¡ flcl . . "

t Ia , e rciencia y justtcía distributiva están rnu-
uamente condicion d d d ', a os, e mo o que olvidamos de uno en pro del otro,

nos prese~tanaun cuadro incompleto y parcial.
El artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, So­

ciales y Culturales de las Naciones Unidas condiciona el cumplimiento
de estos de~echos al máximo de los recursos disponibles de cada Estado.
A primera VIsta, pareciera ignorarse que el problema de la disponibilidad
de recursos de un Estado es uno de los temas centrales y forma parte del
conteníd . d 1 dI o rrusmo e os _ erechos económicos. De ahí que no es correcto
suponer un nivel dado de recursos disponibles para desarrollar los dere­
chos económicos, sino más bien deben incluirse como parte de la agen­
da los mecanismos para aumentar progresivamente esos recursos
económicos disponibles. En esa forma, el obstáculo de la factibilidad se
convertiría en otro de los objetivos a alcanzar, propio del contenido de
los derechos económicos.

Con base en este nuevo enfoque, no solo nos debemos preocupar por
establecer prioridades para encauzar las acciones del Estado, de acuer­
do con el nivel de sus recursos, sino también por el crecimiento de los
recursos económicos en forma gradual y equitativa. Ambos objetivos se
condicionan, por lo que deben perseguirse simultáneamente. A la vez,
como ya se expuso, no necesariamente esos recursos deben fluir hacia el
Estado para el cumplimiento de los derechos económicos, sino que
pueden identificarse espacios en los que el bienestar social es mejor al­
canzado por los individuos organizados en favor de sus propios benefi­
cios.

Otro de los problemas que se han id entificado debido al contenido
programático de los derechos económicos, es el de su control y
desarrollo. ¿Cómo se podrían establecer consensos sobre la imple­
mentación de los derechos económicos, en una materia tan fuertemente
politizada? ¿Acaso no estamos frente a derechos cuya ejecución excluye
soluciones unívocas que no sean adaptables a los factores culturales,
religiosos, idiosincráticos e históricos? Si no podemos identificar los
planes concretos de acción para dar cumplimiento a esos derechos,
¿cómo podría existir un consenso sobre los mecanismos para el control
de su cumplimiento?

Sin duda alguna, son estos los problemas dificiles de superar, para
un nuevo enfoque de los derechos económicos. Pero no son insalvables.
El único camino tiene que ser la identificación de aquellas variables que,
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directa o indirectamente, obstaculicen o promuevan el cumplimiento de
los derechos. En este proceso, se irán configurando planes de acción
cada vez más concretos y que necesariamente deben tener la flexibilidad
y adaptabilidad suficiente para ajustarse a los distintos factores
políticos, culturales, religiosos, históricos, etc., que diferencian a los dis­
tintos pueblos.

En consecuencia, no se puede pretender cambiar la naturaleza pro­
gramática de los derechos económicos. La búsqueda de mecanismos
rígidos para el curnplimiento de estos derechos, significaría renunciar al
obligado consenso en esta materia, en favor de un enfoque parcializado
en el que predomine un sistema de valores determinado, carente de
aceptación universal. Sin embargo, tampoco podemos ceder en la lucha
de concretar y especificar los programas a cumplir, pues de otra forma
estaríamos frente a meros conceptos indeterminados, sin contenido, y
por consiguiente, renunciando a su control y obligatoriedad.

2. Las bas-es para una nueva concepción de los Derechos
Económicos

Sentar las bases para una nueva concepción de los derechos
económicos, significa modificar los fundamentos epistemológicos para
permitir el paso de una mera enunciación formal de los derechos es­
pecíficos a una reformulación material de ellos. Este enfoque solo es
posible si ubicamos los derechos específicos dentro de su contexto real
e identificamos los obstáculos que impiden el paso deIa forma al con­
tenido, con miras a alcanzar consensos aceptables.

Entre los derechos humanos de naturaleza económica, social y cul­
tural que han sido incorporados normativamente en los instrumentos
internacionales, encontramos: el derecho al trabajo, a condiciones justas
y favorables para el trabajo, a la alimentación, vestido, vivienda, salud y
seguridad social, a un nivel de vida ~decuado, el re,speto a los derechos
sindicales, a la protección de la famílía, a la educacion, cultura y ciencia.
Todos ellos constituyen "bienes sociales primarios", en el sentido de que
satisfacen necesidades elementales, normalmente deseadas como parte
de planes racionales de vida que pueden incluir la mayor variedad de
fines. 12

Sin embargo, una nueva concepción ~e los derechos económicos
debe descansar, además de la protección de los bienes sociales
primarios o básicos, en el derecho fundamental de las personas a la
participación e integración cualitativa dentro de los procesos
económicos, sociales y culturales de sus respectivos países. La
propuesta sería la de no agotar los derechos económicos del ciudadano
en las garantías que le aseguren ser receptor de un mínimo de bienes so­
ciales, sino ampliar esos derechos a la verdadera dimensión de la dig­
nidad humana: la de convertir a cada individuo en un actor del proceso
de escogencía social.

Se podría argumentar que el enfoque propuesto requiere,
prioritariamente, la atención de las necesidades básicas. sin las cuales
el individuo no puede ser integrado cualitativamente dentro de los
procesos económicos, sociales y culturales. Permítanme disentir de esta
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opinión generalizada. Como ya había apuntado, no creo que los derechos
de~ ho~bre se desarrollen por etapas. Los individuos deben tener par­
tícípacíón activa, desde un principio, en la identificación de sus necesi­
dades básicas y en la escogencia de los medios para satisfacerlas.

. En los sistemas económicos, las principales decisiones deben dírí­
gírse a escoger qué cosas se producen y con qué medios, quién los recibe
y a cambio de cuáles prestaciones, qué fracción de los recursos sociales
dc:b e. destinarse al ahorro, a la inversión y a la provisión de bienes
públicos y privados. Sin una participación real del ciudadano en los pro­
cesos de escogencia económica, social y cultural, la agenda de los dere­
c~os económicos está incompleta y no puede aspirar más que a ser par­
CIal.

Tampoco se debe suponer que la participación e integración de las
personas en los procesos económicos, se da solo a través de la partici­
pación en los procesos políticos. No se puede negar que la participación
en procesos políticos pueda inducir importantes cambios en la partici­
pación económica de los ciudadanos, debido a su relación de causalidad
lnteractuante. Sin embargo, la participación económica a que me refiero
es el aporte productivo espontáneo, diario y constante de las personas
para la satisfacción de sus necesidades privadas y colectivas, el cual no
se agota en las consultas electorales periódicas ni en la transferencia de
esas decisiones a autoridades políticas.

Nuestro enfoque pretende proponer una síntesis de valores tales
como la libertad individual y la igualdad material, la justicia y la eficien­
cia económica. los cuales tradicionalmente se han visto como reñidos.
También deberá analizarse la relación interactuante entre los mecanis­
mos políticos y los económicos, las relaciones económicas interna­
cionales y las nacionales, y el papel del Estado, aspectos fundamentales
para dotar de contenido el derecho a la participación cualitativa del ciu­
dadano en los procesos económicos, sociales y culturales.

al Justicia Social y Eficiencia Económica

La visión tradicional de estos dos valores, tanto desde un punto de vista
político como económico, ha considerado que se trata de un "juego de
suma cero", en el que la realización de uno implica proporcionalmente el
abandono del otro. En ese sentido, una mayor distribución de los recur­
sos sociales conlleva una disminución en los recursos productivos y
viceversa. Dicho enfoque proviene de las críticas recíprocas, y en la
mayoría de los casos acertadas, entre las ideologías de corte liberal y las
marxistas.

Bajo esta visión de los procesos económicos, se da una clara pugna
entre las bondades del orden de mercado para asignar los recursos so­
ciales a sus usos más adecuados con el propósito de incrementarlos y
promover la eficiencia: y las bondades de los mecanismos políticos para
distribuir recursos sociales con el propósito de atender las necesidades
prioritarias de las personas, promoviendo el valor de la justicia social y
la dignidad humana. A la vez, se magnifican los defectos del sistema de
mercado para promover la justicia distributiva: y los defectos de la
planificación centralizada para asignar recursos a sus usos más pro-
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ductivos y promover la eficiencia económica. A pesar de que ambos ex­
tremos ideológicos niegan los defectos apuntados recíprocamente, así
como las virtudes del otro, la experiencia histórica pareciera demostrar
que tienen suficiente fundamento.

La justicia social, como valor, presenta dos niveles que deben re­
conocerse para poder plasmar el ideal de la igualdad: un primer nivel, en
el cual el ser humano, por el solo hecho de serlo, requiere de la igualdad
de las condiciones para su desarrollo y satisfacción de necesidades: y un
segundo nivel. que depende del reconocimiento de las desigualdades
humanas en el aporte social, según el cual el individuo debe ser tratado
desigualmente, de acuerdo con algún criterio socialmente aceptado. En
ambos niveles, los criterios que la sociedad históricamente ha identifi­
cado para alcanzar la igualdad son los siguientes: a cada cual lo mismo,
según sus necesidades, según sus méritos, según sus obras, según sus
pertenencias, según su rango, según la ley. 13

Para alcanzar la igualdad en el primer nivel de justicia social,
pareciera encontrarse un consenso en que los criterios más adecuados
son los de darle a cada uno lo mismo y a cada uno según sus necesidades
básicas de desarrollo. En este plano podríamos ubicar el estado actual
de los derechos económicos, cuya protección se orienta fundamental­
mente a las necesidades humanas básicas, o provisión de bienes so­
ciales primarios. Sin embargo, la configuración actual de los derechos
económicos ha descuidado el otro aspecto fundamental de este nivel de
justicia social: la igualdad de oportunidades para que las personas
puedan desarrollarse integralmente en sociedad, o potencializar las
necesidades básicas satisfechas para participar activamente en el pro­
ceso social. No cabe la menor duda que esta garantía pertenece al primer
nivel, en la medida en que es un derecho inherente al hombre que, por el
hecho de serlo, debe reconocerse.

En cuanto al segundo nivel de justicia social, la igualdad en el trato
consiste en el reconocimiento de las desigualdades humanas y en los
criterios adecuados para reconocer esas diferencias. Pareciera que en
este nivel, la búsqueda de un consenso en cuanto a los criterios que jus­
tifiquen su aplicación, debe basarse en las acciones libres y vol~ntarias

de las personas que contribuyan al aumento de los recursos SOCIales y a
la creación de valor, es decir, en el trabajo individual. Se deben descartar
criterios que se basen en desigualdades ilegítimas, que no dependan
propiamente de las acciones humanas libres y voluntarias, tales como
las pertenencias, el rango, e incluso las necesidades.

A pesar de que se han identificado distintos criterios para cada uno
de los niveles de justicia social, es importante destacar que existe una
estrecha relación entre ellos. El reconocimiento de desigualdades
legítimas en el segundo nivel, puede llegar a afectar la igualdad que se
exige en el primer nivel, si se permiten los procesos de acumulación de
riqueza que tarde o temprano, impidan. con base en desigualdades
ilegítimas. la necesaria igualdad en la satisfacción de necesidades
básicas y en las oportunidades de desarrollo de todas las personas.

El otro valor, la eficiencia. económica, se refiere al problema de la
asignación y distribución de los recursos económicos, que por definición
son escasos frente a las necesidades humanas, de acuerdo con el mejor
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uso que de ellos se haga. La eficiencia económica en su acepción más
conocid ti d al ', a, a en e problema de cómo combinar en la mejor forma y al
mas bajo costo los recursos escasos, para obtener de ellos la mayor can­
tidad de bienes y servicios comparado con sus usos alternativos, o en
otras palabras, la mayor reproductividad de los recursos disponibles,
para satisfacer las necesidades humanas en la forma más eficiente de
las posibles. 14

El mejor uso de los recursos económicos escasos, nos lleva a
plantear los tres grandes temas de la eficiencia económica: qué cosas
deben producirse, o cuáles necesidades deben ser satisfechas
prio~tariamente:cómo deben producirse, o cuál es la forma de producir
a mas bajo costo y haciendo el mejor uso alternativo de los recursos es­
casos: y para quién se produce, o quién recibirá los beneficios de lo que
se produce, de acuerdo con el criterio más aceptable para promover el
in:rem~~to en la producción. Los dos primeros temas se refieren a la
asignacron de los recursos para la producción, mientras el tercero está
relacionado con los aspectos de distribución de los nuevos recursos
producidos. Ambos niveles se condicionan recíprocamente, en la medida
que la asignación para la producción afecta la distribución final de los
recursos producidos, y la distribución afecta, a su vez, la asignación de
los recursos nuevos disponibles para ser reproducidos.

La respuesta que se dé a estos tres grandes temas determinará, en­
tonces. si los procesos económicos promueven o no el incremento
máximo de bienes y servicios para satisfacer necesidades; y si la dis­
tribución de los bienes y servicios que se agregan a los recursos en el
proceso productivo, son asignados a aquellas personas que puedan
seguir haciendo el mejor uso alternativo de ellos o no.

b) Los mecanismos económicos y los políticos

Analizados los valores anteriores, conviene ahora repasar cómo los
promueven u obstaculizan los mecanismos del mercado y los mecanis­
mos políticos centralizados.

1) El orden del Mercado: El mecanismo del mercado, fundado en el
utilitarismo filosófico, no acepta como criterio distributivo las necesi­
dades humanas básicas. Las necesidades son basadas en la utilidad in­
dividual y subJet-iva que le reporte a una persona su satisfacción, pero no
es posible efectuar una comparación interpersonal de utilidades índí­
víduales.w En esa medida. no se puede hablar de necesidades básicas o
bienes sociales primarios.

De ahí que el orden del mercado no promueve el primer nivel de la
justicia social. de acuerdo con el criterio de las necesidades básicas de
los hombres, que preliminarmente ha sido aceptado como adecuado.

En cuanto al segundo nivel de justicia social, el orden del mercado sí
admite como criterio de justicia distributiva el aporte contributivo de las
personas al proceso económico. por lo que inicialmente pareciera pro­
mover este valor. Sin embargo, a pesar de que el criterio de la productivi­
dad marginal parece responder al criterio de distribución basado en los
aportes individuales. el orden del mercado minimiza el problema de la
asignación o distribución original de los recursos, el cual no necesaria-
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mente respondió al aporte contributivo de sus propietarios. Al haberse
asignado recursos originalmente con base en criterios ilegítimos, o no
fundados la contribución económica de las personas, la asignación y
distribución de los nuevos recursos productivos no responde, entonces, a
criterios legítimos que dependan de las acciones de sus poseedores. Así,
se estaría violando el principio de la igualdad de oportunidades para
participar en el proceso económico y el criterio de reconocer desigual­
dades basadas en los aportes contributivos de las personas.!"

En lo que se refiere al valor de la eficiencia económica. el orden del
mercado posee obvias ventajas, desde el punto de vista teórico. Con las
excepciones que se expondrán, el mecanismo del mercado promueve la
eficiencia económica en la medida que, basado en la libertad de esco­
genera y en la sana competencia de las unidades económicas, los indi­
viduos van determinando las necesidades prioritarias que deben ser
satisfechas. La satisfacción de sus necesidades prioritarias determina lo
que se produce. A su vez, la competencia promueve que la producción se
lleve a cabo al más bajo costo, en beneficio del consumidor. A través de
este proceso autorregulador, en condiciones teóricas, se logra el mejor
uso alternativo de los recursos y el incremento máximo de la producción.

El modelo del orden del mercado tiene. sin embargo, dos limita­
ciones para promover la eficiencia económica, que han sido reconocidas
por sus mismos defensores: las imperfecciones en el mecanismo del
mercado y la teoría de los bienes públicos. De presentarse alguno de los
supuestos indicados. no podríamos atribuir al mercado las ventajas que
se han señalado en la promoción de la eficiencia económica.

Las imperfecciones del mercado son aquellas producidas por la in­
terferencia de circunstancias que impiden el libre Juego del mercado, con
10 que los recursos no se asignarían a sus mejores usos alternativos. Las
principales imperfecciones son: la existencia de monopolios, olígopolíos
o monopsonios: las externalidades: la inflexibilidad en los precios de los
factores productivos y los demás mercados: los rendimientos crecientes
a escala: y la falta de conocimiento e información perfecta de precios en
todos los mercados de factores. bienes y servicios.

A pesar de que los defensores del sistema de mercado argumentan
que las imperfecciones se producen como un efecto de la intervención
estatal en los mercados, debe reconocerse que no es así en todos los ca­
sos. El tamaño, el poder económico acumulado, la presencia de causas
estructurales que impiden el cumplimiento de supuestos tales como la
libre movilidad de factores de producción y el conocimiento perfecto de
todos los mercados, son entre otras, realidades que introducen
imperfecciones al mercado. con o sin intervención estatal. De todas for­
mas, en la medida que existan, hay que corregirlas a través de mecanis-
mos políticos.

La segunda limitación que sufren los mecanismos del mercado, se
refiere a la naturaleza pública e indivisible de cierto tipo de bienes lla­
mados "públicos", sobre los cuales el mercado libre y competitivo no
está bien provisto para proveerlos ni distribuirlos. Estos bienes se lla­
man públicos por cuanto, en caso de ser ofrecidos, deben ser disfrutados
por cada persona en la misma cantidad. A su vez, son indivisibles por
naturaleza, por cuanto la cantidad producida no es susceptible de ser
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dividida como los bienes privados que son adquiridos por las personas
de acuerdo con sus preferencias en mayor o menor cantidad. Su
consumo no es propenso a ser exclusivo, en tanto no excluye el consumo
de los demás. 17

Bajo estas condiciones, nadie estaría dispuesto a pagar suma algu­
na, *a través del mercado, para adquirir bienes o servicios cuyo disfrute
sera aprovechado por los demás, sin costo alguno. Por consiguiente, ex­
cluir a los demás de su consumo es ineficiente, pues sería más costoso
que permitirles su disfrute. Los ejemplos más claros de este tipo de
bienes son el aire puro, la luz eléctrica, el suministro de agua, la seguri­
dad, protección y otros muchos. Al no ser eficiente el orden del mercado
para producirlos, su provisión debe ser hecha a través de mecanismos
políticos.

ii) Los mecanismoa políticos centralizados: El otro
procedimiento para alcanzar los valores de la justicia social y la eficien­
cia económica es a través de los instrumentos políticos a disposición del
Estado. Si bien hay diversos ·grados de utilización de los mecanismos
políticos, supondré el uso de ellos en todos los campos para promover
los valores mencionados.

Los instrumentos políticos, al menos teóricamente, tienen ventajas
para promover el primer nivel de justicia. A través de ellos, el Estado
puede proveer los bienes sociales primarios para satisfacer las necesi­
dades humanas básicas y promover así un mínimo social para todos los
hombres, por el mero hecho de serlo. En ese sentido, se ajusta al criterio
de las necesidades que ha sido aceptado como válido.

Sin embargo, la intervención estatal por medio de mecanismos
políticos no se ajusta adecuadamente al segundo nivel de justicia. Los
experimentos políticos de planíflcacíón centralizada, a pesar de haber
intentado basarse en criterios de las contribuciones individuales al pro­
ceso social para reconocer desigualdades humanas, no lo han logrado.
Más bien, la tendencia ha sido el utilizar como criterio del tratamiento
distributivo las necesidades colectivas. O sea, prácticamente extender el
concepto de los bienes sociales primarios a todas las actividades hu­
manas. En esa medida, los mecanismos políticos no promueven el re­
conocimiento de desigualdades basadas en las contribuciones
individuales al proceso económico.

En cuanto a la promoción del valor de la eficiencia económica, es
donde los instrumentos políticos presentan las mayores desventajas. La
asignación de recursos económicos por medio de las decisiones
políticas no garantiza que esos recursos sean empleados en sus mejores
usos alternativos. Por el contrario, al no adoptar el criterio de re­
conocimiento de desigualdades con base en los aportes individuales,
aún cuando se pretenda distribuir equitativamente los recursos
productivos, no van a ser utilizados en la mejor forma para incrementar o
reproducir esos recursos. Como se ha demostrado e incluso aceptado en
sistemas socialistas tradicionales, la carencia de incentivos individuales
y libertad para producir de acuerdo con intereses propios de las
personas, afecta sin lugar a dudas la cantidad y calidad de la producción.

El otro gran problema que enfrentan los mecanismos políticos para
promover la eficiencia económica reside en la escogencía de los bienes
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que se producen. Por un lado, no hay garantía que las necesidades que
pretende satisfacer el Estado por medio de la producción planificada
coinciden con las necesidades de los ciudadanos. Por otro lado, aún
suponiendo que se da esa coincidencia, tampoco hay garantía alguna de
que los bienes y servicios que satisfacen esas necesidades, se produzcan
en la cantidad y calidad que los ciudadanos demandan. A pesar de que
algunos sistemas socialistas han perfeccionado las técnicas para plani­
ficar la producción, ha persistido el problema del exceso de oferta en al­
gunos bienes y la escasez de otros. Incluso técnicas como la progra­
mación lineal y el análisis insumo-producto han demostrado que sus re­
sultados se acercan mucho a los resultados de los mecanismos del mer­
cado (oferta y demanda).

Sin embargo, debe admitirse que los instrumentos políticos son los
únicos que solucionan los defectos apuntados a los mecanismos del
mercado, tales como la provisión de bienes públicos, 13. corrección de las
imperfecciones del mercado y, sobre todo, la redistribución de recursos
que estén asignados conforme a criterios ilegítimos, no basados en los
aportes contributivos individuales.

c) Las funciones del Estado

Con el propósito de promover los valores económicos identifica?os y de
acuerdo con las ventajas y desventajas de los mecani~moseconomicos y
políticos para la promoción de esos valores, se podnan est~blecer cua­
tro funciones básicas del Estado. Estas funciones .constituinan.un con­
Junto mínimo de prestaciones estatales, sin que lleguemos a prejuzgar el
sistema político ideológico que mejor las cumple. Al identificar estas
funciones, estaríamos dotando de contenido real a lo~ derechos
económicos y permitiendo un mejor control sobre su protección, aunque
todavía permanezcamos a un nivel programático. *

Las cuatro funciones básicas del Estado son: la reasígnacíón de re-
cursos, la estabilización, las transferencias y la distribución. Las dos
primeras tienen como propósito alcanzar la eficiencia económica; las
últimas dos promueven la Justicia social. is . .

La función de reastgnacíón de recursos tiene corno contenido
mínimo las siguientes prestaciones: proveer a la comunidad de los
bienes públicos, ya sea produciéndolos directamente o permitiendo que
sean unidades privadas quienes los produzcan, siempre que el Estado
sea el responsable de su oferta; corregir las imperfecciones en las activi­
dades económicas donde se permita que el mercado opere, incluyendc
una fuerte política antimonoPQlista, combatir las causas estructurales
que impiden la flexibilidad en los precios de los factores de la

oducción bienes y servicios, así como el conocimiento adecuado de los
~~ecios en 'todos los mercados y, en general, ~pedir la formación de
poderes excesivos sobre el mercado; y la funcion de reasígnar recursos
que, de alguna forma no basada en la contribución individual al proceso
social, se encuentren en POder de personas que no vayan a hacer el mejor
uso alternativo de ellos. .

La función de estabilización se refiere al comportamiento
macroeconórníco del Estado, para promover la eficiencia. Las presta-
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ciones mínimas del Estado en este campo serían: promover el pleno em­
pleo de los recursos humanos. en sus mejores usos alternativos y bajo
condiciones dignas. permitiendo que las unidades económicas incre-
menten su prod ' - 1, uccion y e poder adquisitivo de los trabajadores con
19~aldad de oportunidades y de acuerdo con el criterio de aporte con­
tnbutivo ~ ,proceso económico; promover la estabilidad de precios. me­
diante po~ticas equilibradas de ingresos y egresos públicos. de tal forma
que se evíten los procesos inflacionarios y deflacionarios. Sin embargo.
en :~ caso de que estos procesos patológicos no se puedan evitar. la oblí­
gacíón del Estado consistiría en que la incidencia de sus efectos recaiga
sobre aquellos que mejor pueden soportarlas. de tal forma que se man­
ten~~ el poder adquisitivo de los más necesitados; y mantener el
equ~lbrio extemo del país. mediante políticas comerciales y de endeu­
danu~ntoque permitan coronar los esfuezos productivos de las unidades
economic~s con una retribución directamente proporcional a su aporte
contributivo. para obtener la mayor reproductividad de los recursos.

La función de transferencias tiene por propósito proveer a todos los
ciudadanos con los bienes sociales primarios para satisfacer las
n~cesidadeshumanas básicas y cumplir así con el primer nivel de justí­
CIa social. El cumplimiento con el mínimo social necesario para garanti­
zar una igualdad de oportunidades real ha sido la preocupación princi­
pal de los derechos económicos hasta la fecha. Las transferencias de re­
cursos para proveer los bienes sociales primarios constituyen un medio
más eficaz que políticas tradicionales como la fijación de salarios
mínimos. el control de precios y otras medidas que afectan directamente
la eficiencia económica.

La función de distribución tiende a promover el segundo nivel de jus­
ticia social. A través de ella. se deben lograr dos objetivos fundamentales:
los derechos de propiedad sobre los recursos sociales deben responder
al criterio legítimo del aporte individual al proceso económico. de tal
forma que corresponde al Estado la redistribución de los recursos en
aquellos casos en que su propiedad no responda a este criterio. El se­
gundo objetivo sería el de redistribuir. no ya los derechos de propiedad.
sino las remuneraciones a los factores de producción de acuerdo con el
mismo criterio de reconocimiento de desigualdades. Nuevamente. este
objetivo exige la remoción de causas ilegítimas que impidan remunerar a
los factores de acuerdo con su aporte. Ambos objetivos se condicionan
puesto que la redistribución de los derechos de propiedad garantiza una
remuneración más justa a los factores de la producción y viceversa.

El contenido específico para llevar a cabo las cuatro funciones
descritas varía de acuerdo con los distintos enfoques ideológicos. Sin
embargo. constituyen un mínimo de las prestaciones que deben
exígírsele al Estado para dotar de significación real a los derechos
económicos. La mezcla adecuada de instrumentos técnicos. tales como
las combinaciones de política fiscal. monetaria. comercial. de empleo.
etc.. trascienden el presente análisis.

d) El derecho a la participación e integración de los ciudadanos
en los procesos económicos .

Hasta ahora, me he referido a las funciones principales del Estado por
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medio de mecanismos políticos. para promover los valores de la Justicia
social y la eficiencia económica. Sin embargo, he preferido dejar de
última la función que. en mi opinión, constituye el aspecto medular de
los derechos económicos. sociales y culturales. Una vez definido el con­
texto de la acción estatal. debemos explorar aquellos espacios que pro­
muevan el valor de la dignidad y la llbertad humana y que no necesaria­
mente deben ser ocupados por la acción directa del Estado. Me refiero
concretamente al derecho consustancial al ciudadano de ser actor de los
procesos económicos e íntervenír activa y directamente en la escogencía
social. 19

Si existe un problema digno de atención en la conformación de las
sociedades actuales, es el de la coexistencia de enormes masas de
población completamente marginadas y relegadas de los procesos
económicos. con pequeños sectores que sí participan activamente. El
contexto a que me he referido con anterioridad tiende a eliminar las
causas de tan odiosa discriminación Y desigualdad. Sin embargo. queda
por definir el contexto de la acción liberadora de las personas para re­
cuperar el derecho fundamental a la participación económica.

La única forma de promover la participación económica de los
sectores excluidos es a través de las organizaciones de base, reunidas
con el fin de solucionar sus problemas más concretos e inmediatos por
sí mismos. No es el Estado. que a fin de cuentas es una ficción, el llamado
a definir las prioridades o las necesidades que deben ser satisfechas por
las comunidades organizadas. Son solo ellas. mediante mecanismos de
auto-ayuda, las más capacitadas para diseñar sus propias soluciones y
resolver sus problemas. El Estado, al cumplir con sus funcíons básicas.
será un promotor, un guía. un facilitador de la organización de base, pero
no el proveedor directo de las soluciones.

Detrás de esta concepción. se esconde la idea central que, en mi con-
cepto mejor representa el contenido de los derechos económicos: la
descentrallzacíón del poder económico como la única forma de au­
mentar la eficiencia y propagar la Justicia social. Entre más sean los
núcleos de participación económica. mayores serán los beneficios para
la sociedad como un todo. Entre más representen las organizaciones de
base los intereses Iegttimos de sus miembros, más eficaz será su acción
sin interferencias externas mediatizadas Y de corte burocrático.

La experiencia histórica ha demostrado que las organizaciones de
auto-ayuda tienen un potencial creativ~ inimaginable. Experimentos
tales como las cooperativas de autogestion, las microempresas, las or­
ganizaciones femeninas, los bancos de deudores. las organizaciones
vecinales, las agrupaciones en pro de la vivienda. el agua, la electrifi­
cación, y todas aquellas iniciativas de base emprendidas por los olvida­
dos del proceso económico, poseen mayor destreza empresarial y efi­
ciencia que las más connotadas unidades mercantiles. El Estado debe
convertirse en un verdadero catalizador de esos intereses y ceder a las
tentaciones del control absoluto frente a cualquier iniciativa popular. Es
este el contenido real de una democracia económica y un aspecto obli­
gado en las agendas de los derechos económicos.

No quisiera cerrar esta conferencia sin mencionar que. por obvias
limitaciones de tiempo, ha sido imposible analizar aspectos de tanta
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importancia para los derechos económicos como las relaciones
económicas internacionales y el derecho al desarrollo. Omitir este factor
fundamental sobre el contenido real de los derechos económicos, sería
negar que los valores que han sido analizados tienen también aplicación
a nivel internacional. Sin embargo, he preferido no referírme al contexto
internacional, en vista de que otra de las conferencias versará sobre el
tema.

. Como podrán apreciar, lo que aquí se propone es una simple
sistematización del contenido de los derechos económicos y las
variables relevantes. Esta concepción requiere, sin lugar a dudas, de un
desarrollo mayor que especifique cada vez más los mecanismos para
fortalecer la protección de los derechos económicos. No obstante. los
instrumentos para la verificación del cumplimiento de los derechos
económicos solo pueden surgir de la especificación de los factores que
intervienen. En esa medida, la lucha por el fortalecimiento de los dere­
chos económicos debe seguir, sin descanso.
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d 1desarrollo de esta seccton e co e

embargo. deseo estacar que e u eo ofJust1ce". op. cít.: y también al valioso trabajo final
ración de Rawls, .John, en el libro A~ ryd 1 gresados de la Facultad de Derecho de la

.' ctón efectúa o por os e
de graduacion. aun en prepara. Ad ., Aguilar González. Bernardo. cuyo título
Universidad de Costa Rica. TorrealbaaniNav~. s~~~va de la empresa de reforma agraria".
será "El perfil funcional de la org zac on ;.J

manuscrito. 1987.

• 1 a utilizado en esta sección es basado en el concepto
14) El concepto de eficiencia econom e
económico del costo de oportunidad.

th J "Social Choice and Individual Va1ues-. Yale Uní-
15) Ver la obra clásica de Arrow. Kenne .• dití 1963

. N H and London. Second E ítton, .versi ty Press, ew aven

infiuencia de Rawls. .John. op. ctt.• Y del borrador de la
16) Nuevamente reconozco el aporte e. Aguilar González. Bernardo. citado en la nota 13
tesis de grado de Torrealba Navas. Adríán y

anterior. d Pr ti " MB "Public Fínance in Theory an ac ce. e
17) Musgrave. Richard A. Y MUSgrave.:,~~ 7:9: Rawls. John op. ctt .• p. 266-274.
Graw H1l1Inc.. U.SA.. Second Edítíon, 1 • P

. id identificadas por Rawls, John. op, cit.• p. 284: y
18) Las cuatro funciones estatales han s o it p. 6-16. Sin embargo. el contenido de las
Musgrave. Richard A. Y Musgrave. Peggy B.• ~p '.c l~ente coincide parcialmente con el de los
funciones que se describen en esta confercnc a. un

autores citados.
r. encl'a se basa en las discusiones y aportes del

. . de la coriter al
19) El desarrollo de esta secClon . d el Center for Strategic and Internatlon

F "orgamza o por d .
-International Leadership orum. 1 b do en Estambul. Turquía. del 28 a130 e junío

. d d d Georgetown• ce e ra
Studies de la Umvcrsi a e rofundidad esta temática. .
de 1987. donde se discutió con mayor P
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